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ANEXO VI

Observaciones formuladas por el Comité de Derecho3 Humanos conforme
al párrafo 4 del artículo 5 del Protocolo Facultativo del Pacto

Internacional de Derechos Civiles ~ Políticos

relativas a la

Comunicación No. R.2/~

Presentado por: Inicialmente Ana María García Lanza de Netto en nombre de su tía
Beatriz Weismann de Lanza y de su tío Alcides Lanza Perdomo,
quienes más tarde pidieron que se les considerase también autores
de la comunicación.

Estado parte interesado: Uruguay

Fecha de la comunicación: 20 de febrero de 1977 (fecha de la carta inicial)

El Comité de Derechos H~'anos, establecido en virtud del artículo 28 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos,

reunido el 3 de abril de 1980¡

habiendo concluido el examen de la comunicación No. R.2/8, presentada
inicialmente al Comité por Ana María García Lanza de Netto conforme al
Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos;

habiendo tenido en cuenta toda la información escrit~ que le han
proporcionado la autora inicial de la comunicación y las presuntas
víctimas y el Estado parte interesado;

adopta las siguientes:

OBSERVACIONES FORMULADAS CONFORME AL PARRAFO 4 DEL ARTICULO 5
DEL PROTOCOLO FACULTATIVO

l. La autora inicial de la comunicación, Ana María García Lanza de Netto (carta
inicial oe fecha 20 de febrero de 1977) es nacional uruguaya, residente en M~xico.

Presentó la comunicación en nombre de su tía, Beatriz Weismann de Lanza, ciudadana
uruguaya de 35 afias, y de su tío, Alcides Lanza Perdomo, ciudadano uruguayo de 60
aftas y ex dirigente sindical, alegando que ambos habían sido detenidos y encarce­
lados arbitrariamente en el Uruguay.

2. Ana r.taría García Lanza de Netto alegó que su tío había sido detenido a comien­
zm:i C:::! febrero de 1976 en las calles de Montevideo por los ocupantes de un vehículo
milltar y que hasta finales de septiembre de 1976 sus familiares no habían podido
localizarle. Alegó que Alcides Lanza Perdomo habíd estado detenido en diversos
lugares, incluida la base aeronaval de Laguna del Sauce en el Departamento de
Maldonado, y que durante este período de detención inicial había tenido que ser
ingresado cuatro veces en el Hospital Central de las Fuerzas Armadas, en una
ocasión casi completamente asfixiado. Alegó asimismo que había dos meses de los
que su tío no recordaba absolutamente nada y que suponía que había estado
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inconsciente durante todo ese tiempo. Afirmó que, como consecuencia de los malostratos recibidos, la capacidad auditiva de su tío había disminuido seriamente y quele resultaba difícil moverse a causa de las heridas sufridas en una cadera,probablemente una fractura.

b)
Perdomo
noviemb

Afirmó que posteriormente Alcides Lanza Perdomo había estado retenido en elcuartel de la Escuela de Armas y Servicios, a 14 kilómetros en el camino deMaldonado, donde presuntamente había estado alojado en un vagón de ferrocarriljunto con otros 16 detenidos y se le había obligado a trabajar en el c~po.

c)
relació
de 1976
Pacto y

Con respecto a su tía, Beatriz Weism<mn de Lanza, la autora in~.:::ial afirmó quehabia sido detenida poco después de su marido por militares que habian entrado ensu hogar a 0rimeras horas da la manana y se la habían llevado junto con sus doshijos pequeftos, los cuales habían sido devueltos algunaS horas más tarde a suabuela. La 'autora ale~ó que los familiares y los emigos de su tía no supieronhasta muy avanzado 1976 dónde estaba detenida. La autora alegó que su tía habíagozado de buena salud hasta su desaparición en febrE.ro de 1976, pero que después, acausa de las tc!'turas a que la habían sometido, e:ataba insensible desde la cinturapara ~bajo y no podía moverse sin la ayuda de dos detenidas. La autora alegó que,pese a ello, Beatriz Weismann de Lanza había sido obligada a trabaja~.

d)
recurso
había o
haber i

En

a)

de las
ellas;

Por último, Ana María García Lanza de Netto afirmó que a su ~ío se le habíaincoado un sumario anta un tribunal militar, y que en cambio no estaba claro si sutía había comparecido ante un tribunal.

Estas alegaciones fueron completadas posteriormente por las presuntas víctimassegún se indica más adelante en los párrafos 9, 10 Y 11.

3. El 26 de agosto de 1977 el Comité de Derechos Humanos decidió transmitir lacomunicación=.l1 Estado parte, con arreglo a 10 di'spues.~to en el artículo 91 delreglamanto provisional, solicitando de ese Estado parte inform~ción y observacionesrelacionadas con la cuestión de la admisibilidad de la comunicación. En esa mismadecisión, el Comité pidió a Ana María García Lanza de Netto que suminiqtrara infor­mación de:allada sobre los motivos y circunstancias que justificaban su actuaciónen nombre de las presuntas víctimas.

4. Por carta de fecha 21 de octubre de 1977 la autora inicial indIcó que las pre­suntas víctimas no podían actuar en su propio nombre y que ella actuaba en nombresuyo en su calidad de pariente próximo, por considerar, conociendo personalmente alas presuntas víctimas, que éstas estarían de acuerdo en formular un queja.

b)

c)
el texto
ser comu

d)

pidiera
meses si
o declar
hubiera

En
decisión
pueda pI'
Facultat:
utilizar
de que he

7. En (

b)
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septiemb
ese artí
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b) que las presuntas víctimas no habían agotado todos los recursos de lajurisdicción interna.

5. Por carta de fecha 27 de octubre de 1977 el Estado se opuso a le admisibilidadde la comunicación por ~os razones:

a) que el asuntos de que se trataba lo estaba examinando ya la ComisiónInteramericana de Derechos HumanosJ

6. El 1· de febrero de 1978 el Comité de Derechos Humanos:

a) habiendo comprobado el caso referente a Beatriz Weismann de L?\nza,.presentado a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, había sido retirado yI

L
- había dejado de ser objeto de c~nsider_;cl~ó: activa por parte de dicho órganoJ

1
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b) habiendo comprobado además que los casos referentes a Alcidel Lanza
Perdomo se h~bían presentado a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en
noviembre de 1974 y febrero de 1976, respectivamente;

c) habiendo llegado a la conclusión de que estos dos casos no podían guardar
relación con ucontecimientos que, según se afirmaba, habían ocurrido el 23 de marzo
de 1976 o después de esa fecha (día en que habían en~rado en vigor en el Uruguay el
Pacto y el Protocolo Facultativo);

d) habiendo llegado además a la conclusión, respecto del agotamiento de los
recursos internos y sobre la base de la información de que disponía, de que no
había otros recursos que las presuntas víctimas debieran interponer o pudieran
haber interpuesto;

En consecuencia, decidió:

a) Que estaba justificado que la autora 'de la comunicación actuara en nombre
de las presuntas víctimas, dados los estrechos vínculos familiares que la unían a
ellas;

b) Que la comunicación era admisible;

c) Que se transmitiera al Estado parte el texto de esta decisión, junto cqn
el texto de los documentos pertinentes; el texto de esta decisión debería también
ser comunicado a la autora;

d) Que, conforme al párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo, se
pidiera al Estado parte que presentara por escrito al Comité, dentro de los seis
meses siguientes a la fecha en que se le transmitiera esta decisión; explicaciones
o declaraciones para aclarar el asunto y seftalara las medidas que eventualmente
hubiera Cldoptado al respecto.

En cuanto al agotamiento de los recursos internos, el Comité indicó que su
decisión "podrá revisarse a la luz de las nuevas explicaciones que el Estado parte
pueda presentar de conformidad con el párrafo 2 del artículo 4 del. Protocolo
Facultativo dando detalles de los recursos internos que, según afirma, podían
utilizar las presuntas víctimas en las circunstancias del caso, junto con pruebas
de que había probabilidades razonables de que esos recursos fueran efectivos".

7. En cumplimiento de su decisión de 18 de abril de 1979, el Comité

a) Informó al Estado parte de la preocupación del Comité porque había dejado
de cumplir su obligación de presentar explicaciones o declaraciones escritas de
conformidad con el párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo;

b) Pidió al Estado parte que, aunque el plazo de seis meses establecido en
el párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo había expirado el 3 de
septiembre de 1978, presentase sin más demora'una comunicación de conformidad ~on

ese artículo que, en cualquier caso~· debería llegar al Comité de Derechos Humanos
en un plazo no superior a seis semanas a partir de la fecha del envío de la
decisión.
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8. El plazo fijado por el Comit4 en su decisión de 18 de abril de 1979 expiró el2 de julio de 1979, fecha en la cual no se había recibido todavía ninguna nuevacomunicación. Ahora bien, en una nota de fecha 8 de octubre de 1979 el Gobiernoafirmó, en primer lugar, que el Comité debería revisar su decisión acerca de laadmisibilidad de la comunicación porque no se habían agotado todos los recursos dela jurisdicción interna. Adjuntó un resumen de los recursns disponibles, e indicóque los autores no habían indicado que hubieran interpuesto ningún recursoJ elGobierno afirmó además que no era el Gobierno el que tenía que probar la efi\:aciade los recursos y que no podía formularse la afirmación hipotética de que eraninef.icaces. Sin embargo, a pesar de esas ?legaciones, el Gobierno suministró lainformación siguiente:

"El Sr. Alcides Lanza fue detenido en averiguaciones el 2 de febrero de1976 e internado al amparo de las Medidas Prontas de Seguridad. Posterior­mente, el 21 de septiembre de 1976 fue procesado por el Juez Militar deInstrucción del quinto turno, por. hallarse presuntamente incurso en el delitoprevisto en el artículo 60 (Vlj del Código Penal Militar "asistencia a laasociación".

El 26 de octubre de 1977 se le dictó sentencia, condenándolo a tres aftosde penitenciaría, con descuento de la preventiva sufrida. Cumplida su pena,recuperó su libertad definitiva el 2 de febrero de 1979 y abandonó el país condestino a Suecia el l· de julio de 1979.

Debe sefta1arse que el Sr. Lanza contó en todo momento con la correspon­diente asistencia legal, siendo su abogado defensor el Dr. Juan Barbé.

La Sra. Weismann de Lanza fue detenida en averiguaciones el 17 de febrerode 1976 e internada al amparo de las Medidas Prontas de Seguridad. Posterior­mente, el 28 de septiembre de 1976 fue procesada por el Juez Militar deInstrucción de primer turno, por hallarse presuntamente incurso el. el delitoprevisto en el artículo 60 (VI) del Código Penal Militar "asistencia a laasociación".

El 4 de abril de 1978 se le dictó sentencia dándose por compurgado sudelito con la preventiva cumplida, recuperando su libertad. Abandonó el paíscon destino a suecia el 11 de febrero de 1979."

Afirmó que el carácter "falaz" de los argumentos con los cuales se pretendla"cu ..ar al Uruguay de violación de diversos artículos del Pacto quedaba claramentedemostrado por la simple enumeración de hechos expuesta precedentemente. "A pesarde que tales acusaciones, por infundádas, irresponsables y exentas de los mínimoselementos probatorios no ameritan mayo~es comentarios", el Gobierno hizo referenciaa algunas de ellas a ~ítulo de ejemplo en estos términos:

"Es evidente que ambas personas contaron con todas las garantías deldebido proceso, habiendo sido sometidas a juez competente en juicio público,contando con el correspondi.ente asesoramiento legal a cargo de sus respectivosabogados defensores y Pfesumidos inocentes hasta tanto no fue probada sucu1pab ilidad (arts. J.4. , 14.3 b) Y 3 e" 1/1.2).

Las acusac~ones de supuestos malos tratos y torturas que habrían sufridolos detenidos han existido sólo en la imaginación de la autora, qu~ apa~en­temente ignora la larga y rica tradición uruguaya en la materia que le
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han valido, a través de su historia, el reconocimiento de la comunidad
internacional. Sólo por desconocimiento total de los hechoso evidente mala fe
es concebible acusar al Uruguay de violaciones precisamente, a los artículos 7
y 10.1 del Pacto y artículo 5 de la Declaración Universal de los Derechos del
Hombre. En ningún establecimiento de reclusión se somete a los detenidos a
ningún tipo de tortura o apremio físico.

El Gobierno del Uruguay confía en que las razones expuestas basten para
que en esta oportunidad el Comité desestime definitivamente. la comunicación
que se examina, que no configura más que otra instancia de la campafta de
difamación emprendida contra nuestro país con el objeto de desacreditar su
imagen en el exterior, quedando, no obstante, a disposición de ese órgano para
cualquier aclaración adicional que desee formular."

9. Entretanto, una de las presuntas víctimas, Beatriz Wismann de Lanza, después
de llegar a Suecia, había presentado una comunicación (recibida el 28 de febrero de
1979 y registrada inicialmente con el número R.ll/48) en nombre de la otra presunta
víctim~, su esposo, Alcides Lanza Perdomo, en la que proporcionaba nuevas y deta­
lladas precisiones sobre el caso de este ~:timo. En una nueva carta (de 30 de
abril de 1979), que contenía una exposición ~etallada de su propio caso, la
Sra. de Lanza pedia que se la considerase copatrocinadora y coautora de la presente
comunicación y su propia comunicación (R.ll/48) se considerase parte de ~quélla y
se anadiese a ella como información adicional.

Afirmaba en particular que su esposo había estado internado en diferentes
cárceles y dependencias militares, se le había tenido incomunicado durante nueve
meses y se le había sometido a torturas (descargas eléctricas, suspensión de las
manos y "submarino seco"). La autora manifestaba que su marido tenía graves proble­
mas de salud (hipertensión, temblores costantes en el brazo derecno y a veces en
todo el cuerpo y pérdida de memoria a causa de lesiones cerebrales) debido al trato
sufrido. Había sido juzgado el 21 de septiembre de 1976 y condenado a tres aftos de
prisión por un tribunal militar; la autora afirmaba que seguía en la cárcel pese a
haber cumplido su condena. Con respecto a su propio caso, la Sra. de Lanza hacía
una descripción detallada de su experi~ncia desde la fecha de su detención, el 17
de febrero de 1976, hasta su liberación y salida del Uruguay en 1979. Manifestaba
que tras su detención había estado recluida en primer lugar en el cuartel de la
l'nidad No. 13 de las Fuerzas Armadas, llamado "El infierno" por los pr isioneros.
Mantenida casi constantemente con los ojos vendados y las manos atadas, afirmaba
que había sido sometida a variCis formas de tortura como el "Caballete", el "subma­
rino seco", el "picano" y el "plantón", que describía detalladamente. El 29 de
julio de 1976 había sido trasladada al cuartel de la 6a. Unidad de Caballería,
donde se la había mantenido en una celda sucia en deplorables condiciones higié­
nicas y sin ropas adecuadas para protegerse contra el frío, y con los ojos vendados
la mayor parte del tiempo. Afirmó que en ese cuartel la investigación preliminar
había tenido lugar el 26 de agosto de 1976. Cuando se había quejado ante el juez
militar de las torturas a que había sido sometida, éste le había aconsejado que no
llevase adelante su denuncia, ya que no podía probarla, pues de lo contrario
volvería probablemente al "Infierno". El 25 de septiembre de 1976 había sido
trasladada al cuartel de la Unidad No. lde Infantería, en Camino Maldonado r donde
al principio había sido recluida en una celda individual que medía 2 x 1,5 metros •
Durante el día se obligaba a los prisioneros a permanecer sentados y no se les
permitía hablar entre ellos. Había recibido la primera visita de un familiar
el 30 de octubre de 1976. Poco tiempo después, el 3 de noviembre de 1976 había



sido trasladada a la prlslon de Punta de Rieles, donde se la había mantenido junto
con otras once prisioneras en una celda p~evista para solo cuatro prisionerua. A
las prisioneras se las obligaba también a realizar en un campo trabajos duroa
propios sólo de hombres. Manifestó que el 15 de octubre de 1976 había 9idc acusada
de "Pr es tar ayuda a una asociación ilegal" ~ que en abr il de 1977 el fiscal había
pedido una pena de 32 meses~ y que un año más tarde, en abril de 1978, un juez la
habia condenado a 2~ meses y, tenindo en cuenta el tiempo que había estado dete­
nida, había ordenado que se la pusiese en libertad, pero que en virtud de las
medidas prontas de seguridad, había seguido en la cárcel hasta su excarcelación a
comienzos de 1979.

10. El Comité decidió consideraz: que la información indicada en el párrafo 9 estaba
relacionada con la. comunicación tal como lo había solicitado la autora y, por lo
tanto, interrumpió el examen de la comunicación No. R.ll/48 como comunicación sep«­
rada. Esta información se transmitió al Gobierno el 18 de septiembre de 1979, como
se señalaba en la comunicación del Gobierno de fecha 8 de octubre de 1979 (citada
~~ el párrafo 8).

En otra carta de 28 de septiembre de 1979 Beatriz Weismann comunicó al Comité
que su esposo habia sido expulsado del Uruguay y que había obtenido asilo político
en Suecia el 2 de julio de 1979.

11. En respuesta a nuevas preguntas formuladas por el Comité, Beatriz Weismann y
Alcides Lanza, en una carta fechada el 15 de febrero de 1980, presentaron la infor­
mación adicional y observaciones siguientes:

a) Manifestaron que. no habían dispuesto de asistencia letrada antes del.
juicio, momento en el cual se les había dado la posibilidad de elegir en~e un
abogado privado y un abogado designado oficialmente para su defensa. Beatriz
Weismann manifestó que ella había optado por un abogado privado, pero que nunca lo
había visto, que nunca había pod;do comunicar con él y que nunca se le había
infoJ:mado de sus derechos, posibles soluciones o recursos. Alcides Lanza declaró
que había optado ~r un abogado designado oficialmente y que el Dr. Antonio Seluja,
al que había visto en esa ocasión pero con el cual nunca había tenido ocasión de
hablar, había sido nombrado su abogado defensor. Alcides Lanza declaró a~emás que
su ásesor en la defensa habia sido sustituido posterioremente por el Dr. Pereda y
más tarde por el Dr. Juan Barbé, y que con ninguno de ellos había podido
::omunicarse nunca. Como no habían tenido ningún contacto con sus abogados, no
habían podido recurrir, ya que no conocían cuáles eran sus derechos y no tenían a
nadie que les ayudara a ejercer esos derechos.

b) A Beatriz Weismann se la mantuvo en pI: isión hasta el 11 de febrero de
1979, aunque se había ordenado su puesta en libertad el 14 de abril de 1978, fecha
en la cual se le había pedido que firmase dicha orden. Alcides Lanza, pese ha
haber cumplido su sentencia el 2 de febrero de 1979, había permanecido recluido en
diversos lugares (cuyos- nombres se especifican) hasta que fue puesto en libertad el
l· de julio de 1979.

c) Confirmaxon como cierta la información previamente presentada respecto
del trata quehab~an recibido durante su reclusión, que había incluido las diversas
forma.s de tortura física y mental a la que, según ellos, habían sido sometidos.
DecJ..araron que-, debi.do al trato que había recibido, el estado. de salud de Alcides
Lanza era todaviaprecario y, comopruel:la de ello, presentaron un informe médipo de .1
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fecha 19 de febrero de 1980, de un doctor de Estocolmo, junto con copias de
documentos del hospital y del laboratorio relativas al mismo. Incluían también
varias fotografías que mostraban cicatrices en las piernas de Alcides Lanza,
causadas, según ellos, por quemaduras de cigarrillos como medio de tortura. El
informe del doctor muestra que Alcides Lanza continúa sufriendo perturbaciones
auditivas, temblor en la mano derecha e incapacidad para utilizarla adecuadamente,
así como síntomas de depresión mental.
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12. El Comité ha observado que la comunicación de fecha 8 de octubre de 1979 pre­
sentada por el Gobierno se recibió después de expirado el plazo establecido en el
párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo, e incluso después de transcu­
rrido el plazo a partir de la nueva petición hecha por el Comité el 18 de abril
de 1979. Sin embargo, el Comité ha examinad la presente comunicación teniendo en
cuenta toda la información facilitada por las partes, de conformidad con lo estable­
cido en el párrafo 1 del artículo 5 del Protocolo Facultativo.

13. Por lo que respecta al agotamier.to de los recursos internos, el Comité observa
que las declaraciones y explicaciones presentadas por el Gobierno siguen sin demos­
trar en absoluto que en las circunstancias partiqulares de los dos individuos en
cuestión en el momento de ocurrir los hechos denunciados existiesen recursos a su
alcance que pudieran haber utilizado. El Comité fue informado IX'.)rel Gobierno en
otro caso (R. 2/9) de que el recurso de habeas corpus no era aplicable a las perso­
nas detenidas como resultado de las medidas prontas de seguridad. Además, Beatriz
Weismann y Alcides Lanza explicaron que no tuvieron ningún contacto real con
abogados que les asesorasen sobre sus derechos o les asistieran en el ejercicio de
los mismos.

l4.. Por lo tanto, el Comité decide basar sus observaciones en las siguientes
consideraciones:
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Alcides Lanza Perdomo fue det€nido €n averiguaciones el 2 de febrero de
1976 e internado en virtud de las medidas prontas de seguridad, como
indicó el Gobierno. Se le tuvo en aislamiento celular durante muchos
meses. No se discute ~ueestuvo detenido ~urante casi ocho meses sin que
se formulara cargo alguno contra :él, y posteriormente estuvo detenido
otros trece meses bajo la acusación <le "asociación subversiva" funda(la
únicamente, al parecer, en sus opiniones y relaciones políticas. Poste­
riormente, al cabo de casi veintiún .meses de oetención, un tribunal
militar lo conQenó por ese delito a la pena de tres aftas (le penitencia­
ría, menos el período pasado en detenci6n preventiva. Durante ese
período de reclusión 'Ji durante su proceso n.o tuvo acceso real a asisten­
cia letrada. Aun cuando había cumplido su sentencia el 2 de febrero de
1979 no fue puesto en libe~tad hasta el 1- <le julio de 197.9. Su actual
estado de mala salud física y .mental, respecto del cual el Gobie~no

uruguayo no ha <lado ninguna otra explicación, confirma las declaraciones
<le loo malos tratos sufridos mientras estaba recluido .•

Beatri~Weisman -de Lanza fue detenida en aver i9uaciones el 17 (le febrero
oe 197~ e internada en virtud ae las medidas prontas (le seguridad, según
inoi-06el Gobierno. Estuvo incomunicada durante muchos meses • No se
discute que estuvo detenida durante más de siete meses sin que se formu­
lar.;;t .c.iir-gO alguno con traella, y posteriormente, conforme a la información
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facilitada por el Gobierno, estuvo det€~ida otros dieciocho meses (del 28
de septiembre de 1976 a abril de 1978), acusada de "asistencia a una
asociación subversiva" al parecer por los mismos motivos que su marido.
Fue juzgada y sentenciada por un tribunal militar en abril de 1978, fecha
en la cual se estimó que su delito había sido purgado durante el período
pasado en prisión preventiva en espera de ser juzgada. No obstante,
permaneció encarcelada hasta el 11 de febrero de 1979. Durante su
período de reclusión y durante su proceso no contó con acceso real a
asistencia letrada. Por lo que respecta a sus afirmaciones de que
durante su reclusión fue sometida a malos tratos y a torturas física y
mental, declara que se quejó ante el juez militar, pero no existen
prup.bas de que hayan sido examinadas sus quejas.

15. El Comité de Derechos Humanos ha examinado si las acciones y el trato que a
primera vista no son conformes con el Pacto podrían estar justificados por alguna
razón en virtud del Pacto en esas circunstancias. El Gobierno ha hecho r.eferencia
a las disposicioaes de la legislación uruguaya, en particular a las medidas prontas
de seguridad. Sin embargo, el Pacto (artículo 4) no autoriza suspensión alguna de
sus disposiciones por medidas nacionales, excepto en circunstancias muy determina­
das, y el Gobierno no ha presentado ningún heche ni remitido a ley alguna que justi­
fiquen esa suspensión. Además, algunos de los hechos mencionados más arriba se
refieren a cuestiones reguladas en disposiciones cuya suspensión el Pacto no auto­
riza en circunstancia alguna.

Por lo que se refiere a las observaciones del Gobierno anteriormente mencio­
nadas (párrafo 8), de las conclusiones del Comité arriba rese~adas (párrafo 14) se
desprende que varias garantías procesales no se han observado efectivamente y que
el Gobierno ha considerado simplemente que varias acusaciones muy concretas de
malos tratos y torturas ~no ameritan mayores comentarios". En su decisión del 26
de octubre de 1979 relativa al caso No. R.2/9, el Comité subrayó que no bastaban
las denegaciones de carácter general. Se requerían respuestas concretas y pruebas
pertinentes [incluidas copias de las decisiones pertinentes de los tribunales y
resultados de cualesquiera investigaciones que se hubieran realizado acerca de la
validez de las denuncias hechas) en respuesta a las afirmaciones del autor de una
com unicación. El Gobierno no presentó al Comité tal información. En consecuen­
cia, el Comité no puede menos de sacar las conclusiones apropiadas basándose en la
informaciáin que tiene ante sí.

16. El Comité de Derechos Humanos, en virtud del párrafo 4 del artículo 5 del
Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,
estima que los hechos expuestos más arriba (párrafo 14), ocurridos, o que conti­
nuaban ocurriendo, después del 23 de marzo de 1976, fecha en que entraron en vigor
para el Uruguay el Pacto y el Protocolo Facultativo, demuestran por las razones ya
indicadas (párrafo 15), la existencia de violaciones del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, en particular:

con respecto tanto a Alcides Lanza Perdomo como a Beatriz Weismann
de Lanza;

del artículo 7 y del párrafo 1 del artículo 10, a causa del trato que
recibieron durante su detención;
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del párrafo 3 del artículo 9, porque después de ser detenidos no fueron
llevados sin demora ante un juez y porque no fueron juzgados dentro de un
plazo razonableJ

del párrafo 4 del artículo 9, porque no pudieron impugnar la legalidad de
su detención y prisión;

de los párrafos 1, 2 Y 3 del artículo 14, porque no tuvieron acceso real a
asistencia letrada, porque no fueron juzgados dentro de un plazo razona­
ble, y porque fueron juzgados en circunstancias en que, independientemente
de las disposiciones legales, no tuvieron las debidas garantías de un
proceso justo;

del párrafo 1 del artículo 9, poro'.e Alcid(~s Lanza Perdomo y Beatríz
Weismann de Lanza no fueron puestos en libl¡~rtad hasta cinco y diez meses
respectivamente, después de haber cumplido totalmente sus s.entencias de
reclusión.

El artículo 19 del Pacto dispone que toda persona tiene derecho a mantener
opiniones políticas sin ninguna injerencia y que el derecho a la libertad de
expresión enunciado en el párrafo 2 de ese artículo estará sujeto solamente a las
restricciones que sean necesarias para a) asegurar el respeto a los derechos o a la
reputación de los demás y b) la protección de la s,guridad nacional, el or~en

público o la salud o la moral públicas. El Gobierno del UruguQY no ha presentado
pruebas respecto de la naturaleza de las actividades políticas a las que, según él,
se dedicaban Beatriz Weismann y Alcides Lanza, y que fueron la causa de su
detención, prisión y procesamiento. La información de que se les acusó de
asociación subversiva no es en sí misma suficiente. Por consiguiente, el Comité,
tomando como base la información que le ha sido p~esentada, no puede concluir que
la detención, prisión y procesamiento de Beatriz Weismann y Alcides .Lanza estén
justificados con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 19 del Pacto.

17. Por ello, si bien el Comité toma nota con satisfacoión de que Beatriz Weismann
y Alcides Lanza ya están en libertad, estima, sin embargo, que el Estado parte
tiene la obligación de proporcionarles recursos eficaces, incluida la compensación,
por las violaciones de que han sido víctimas y de tomar medid~s para asegurar que
no ocurran violaciones semejantes en el futuro.


